
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  - 1ª Instancia -04 de abril 2018
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2017-00109-02
Accionante:

Carlos Ariel Correa Jiménez.
Accionado: 

Juzgado Segundo Civil Municipal
Vinculado (s): 

César Augusto Villa Marín, María Dora García Arias, Horacio Cardona Rivillas, Jaime Robledo Toro en su condición de presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y el Consejo Superior de la Judicatura.
Proceso:

Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / EJECUTIVO / INASISTENCIA AUDIENCIA / CURADOR / SANCIÓN / MULTA / IMPROCEDENTE - Aclarado lo anterior, se tiene aquí, según se desprende de las pruebas recaudadas en primera instancia, específicamente de la inspección judicial realizada al expediente contentivo del proceso de marras (f.15, c.1), que el juzgado accionado, mediante proveído del 24 de marzo del año 2017 fijó fecha para la celebración de una audiencia concentrada a la luz de lo estipulado en el canon 443, concordante con los artículos 372 y 373 del CGP, para el día 1° de agosto del mismo año; dicha diligencia se celebró en la fecha anunciada, es decir transcurridos más de cuatro meses desde su señalamiento.
Luego, el 4 de septiembre del mismo año y transcurrido más de un mes desde la audiencia, el juzgado concreta las sanciones contra los inasistentes, entre los cuales se encuentra la del acá accionante, quien, se itera, se desempeña como curador ad litem . Este se opuso a lo resuelto mediante reposición, en escrito presentado el 7 de septiembre, en la que anunció que el 1° de agosto se encontraba incapacitado. Finalmente, y como era de esperarse, la reposición fue despachada desfavorablemente, habida cuenta de que una excusa de esa índole solo podía ser considerada por el juez si se hubiera aportado dentro de los 3 días siguientes a la fecha en que se llevó a cabo la citada diligencia .
(…)
Ahora bien, el Juzgado de primer grado informó que en el trámite de una acción de tutela interpuesta por María Dora García Arias contra el mismo despacho accionado en razón del mismo proceso que en esta se estudia, mediante fallo, se dejó sin efecto la sentencia proferida en la audiencia celebrada el 1° de agosto de 2017 (f. 4, c. 3), lo que podría tener efectos en la sanción que se discute; sin embargo, al pasar por la constancia visible a folio 5 de este cuaderno, se evidencia que la decisión adoptada en ese asunto, aún se encuentra sometida al escrutinio de la impugnación presentada y de una eventual revisión ante la Corte Constitucional.

Aclarado esto último, solo resta anunciar que la razón estuvo de parte del despacho de primer grado; en consecuencia, se prohijará la sentencia impugnada, toda vez que, apropiadamente, se halló en presencia de la causal de improcedencia, consignada en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, eso sí, se adicionará para absolver a los demás involucrados, ya que de su parte no se encuentra trasgresión alguna frente al actor.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril cuatro de dos mil dieciocho
Expediente 66170-31-03-001-2017-00109-02
Acta N° 94 de abril 4 de 2018
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 7 de febrero del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Carlos Ariel Correa Jiménez frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fueron vinculados César Augusto Villa Marín, María Dora García Arias, Horacio Cardona Rivillas, Jaime Robledo Toro en su condición de presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y el Consejo Superior de la Judicatura.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental al debido proceso, el abogado Carlos Ariel Correa Jiménez, en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, solicitando que “se ordene revocar el auto por medio del cual se me sancionó con multa de 5 SMLMV, a favor del Consejo Seccional de la Judicatura, en vista de la imposibilidad que tuvo el suscrito de asistir a la audiencia por las razones acotadas”.  
Para así pedir, expuso, en síntesis, que dentro del proceso ejecutivo promovido por César Augusto Villa Marín contra María Dora García Arias y Jorge Horacio Cardona en el que fue nombrado curador ad lítem de este último, el Juzgado accionado profirió fallo en una audiencia a la que inasistió, porque se encontraba incapacitado, motivo por el cual se le impuso una multa equivalente a 5 SMLMV; frente a esa sanción interpuso recurso de reposición el 7 de septiembre del año 2017, el que se despachó desfavorablemente por cuanto, explicó el juzgado accionado, no presentó la incapacidad en el término legal. En subsidio presentó apelación, la que no fue concedida por tratarse de un asunto de mínima cuantía. Comentó en otro sentido que envió solicitud al Presidente del Consejo Seccional de la Judicatura, exhortándolo a ordenar a la “carrera judicial”, comunicar y oficiar a las partes, especialmente a peritos y curadores, cuando deban asistir a alguna diligencia programada en el trámite del proceso. 
El despacho de primer grado dispuso el impulso de rigor  y citó al trámite a César Augusto Villa Marín, a María Dora García Arias, al presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, al Juzgado accionado, a Horacio Cardona Rivillas y al Consejo Superior de la Judicatura, estas dos últimas vinculaciones prevalidas de una nulidad declarada en esta sede (f. 4-5, c.2); adicionalmente decretó la práctica de una inspección judicial sobre el proceso encartado.
Hubo pronunciamiento por parte del Consejo Seccional de la Judicatura en el que se adujo inexistencia de nexo causal y se agregó que contrario a lo expuesto por el accionante, dicha Corporación si atendió la solicitud por él elevada mediante Circular CSJRIC 17-263 del 14 de noviembre del año 2017; acotó sobre la impertinencia del actor al pretender agotar con esta acción una instancia adicional para que sea eliminada su sanción. 

El Consejo Superior de la Judicatura solicitó su desvinculación, por carecer de legitimación en la causa, no sin antes presentar un recuento sobre sus precisas funciones legales y aclarar, en relación con la multa impuesta al accionante, que es facultad del juez aplicar lo dispuesto en la normatividad procesal destinada para tal fin, frente a lo cual dicha Corporación se presenta respetuosa.   

El curador ad litem designado por el funcionario de primera instancia para representar en esta acción al vinculado Jorge Horacio Cardona Rivillas, se opuso a las pretensiones y recalcó el cabal cumplimiento de de las etapas procesales de la ejecución encartada.  

Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia del amparo deprecado por causa de la subsidiariedad propia de la acción, ya que el actor presentó de manera extemporánea, es decir el 7 de septiembre de 2017, la incapacidad que presuntamente lo excusaba de asistir a la audiencia celebrada el día 1° de agosto de 2017; explicó, en adición, que ningún perjuicio irremediable se acreditó.
Se alzó el accionante contra esa resolución e insistió en que realmente estaba incapacitado para el día en que se celebró la audiencia, así que su particular situación es excepcional y debe ser exonerado del pago de la multa.   
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de ella, Carlos Ariel Correa Jiménez acudió en procura del amparo del derecho arriba mencionado, que halló lesionado por parte del Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, con motivo de la sanción que se le impuso con auto del 4 de septiembre de 2017, dentro del proceso ejecutivo seguido por César Augusto Villa Marín contra María Dora García Arias y Jorge Horacio Cardona Rivillas, en el que interviene como curador ad litem de uno de los ejecutados, como quiera que no se ajustó a la realidad, en atención a que su inasistencia a la audiencia realizada el 1º de agosto de 2017, obedeció a una incapacidad que, a su juicio, acreditó. 
El Juzgado de primer grado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción, en atención a que el interesado presentó su excusa médica de manera extemporánea y omitió acreditar un perjuicio irremediable.
La Sala comparte esa decisión. Recuérdese que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Aclarado lo anterior, se tiene aquí, según se desprende de las pruebas recaudadas en primera instancia, específicamente de la inspección judicial realizada al expediente contentivo del proceso de marras (f.15, c.1), que el juzgado accionado, mediante proveído del 24 de marzo del año 2017 fijó fecha para la celebración de una audiencia concentrada a la luz de lo estipulado en el canon 443, concordante con los artículos 372 y 373 del CGP, para el día 1° de agosto del mismo año; dicha diligencia se celebró en la fecha anunciada, es decir transcurridos más de cuatro meses desde su señalamiento. Luego, el 4 de septiembre del mismo año y transcurrido más de un mes desde la audiencia, el juzgado concreta las sanciones contra los inasistentes, entre los cuales se encuentra la del acá accionante, quien, se itera, se desempeña como curador ad litem
. Este se opuso a lo resuelto mediante reposición, en escrito presentado el 7 de septiembre, en la que anunció que el 1° de agosto se encontraba incapacitado. Finalmente, y como era de esperarse, la reposición fue despachada desfavorablemente, habida cuenta de que una excusa de esa índole solo podía ser considerada por el juez si se hubiera aportado dentro de los 3 días siguientes a la fecha en que se llevó a cabo la citada diligencia
. 





Lo brevemente expuesto pone en evidencia la desidia del actor, quien, de manera evidente, desaprovechó la posibilidad que tuvo para hacer uso del medio de defensa judicial idóneo con el que contaba para revertir la aludida sanción, pues omitió anunciar oportunamente su presunta convalecencia, en el término fijado en la norma procesal, sin que sea de recibo para la sala que pretenda, por su condición de auxiliar de la justicia, que el juzgado se abstenga de imponer una sanción de consagración legal, si de lo único que tuvo certidumbre es de que el togado faltó a ese acto y reapareció un mes después de la celebración de la diligencia programada con cuatro meses de anticipación, sin explicación alguna de la extemporaneidad que se le atribuyó. 





A esto se añade que, contando con la ocasión y la herramienta procesal del caso, esto es, la solicitud de nulidad por habérsele dado continuidad al proceso a pesar de que mediaba, en su sentir, una causal de interrupción del mismo, tampoco la propuso a la luz del numeral 3º del artículo 133 del CGP, lo que sería pertinente si, como según expone, su incapacidad médica tuvo vigencia durante el 1° de agosto del año 2017, fecha en la que se verificó la audiencia a la que, por fuerza mayor, dejó de asistir.
 


 
Ubicados en este panorama, debe decirse que la falta de diligencia del interesado, impide soslayar el carácter subsidiario y residual de la acción de tutela, que solo cabe cuando se ha echado mano de todos los instrumentos con que se cuenta en el proceso y ellos han sido infructuosos, lo que en este caso no ha acontecido, como quiera que se desecharon los procedentes, estos son, se reitera, la presentación oportuna de la excusa que justificara su inasistencia y la solicitud de nulidad; por esto la alternativa que quedaba era declarar improcedente su demanda, máxime si se tiene en cuenta que la pretensión es eminentemente pecuniaria y tampoco acreditó ninguna condición que permita darle un tratamiento especial, ni se advierte tampoco una causa justificada que le hubiera impedido hacer uso de aquellas herramientas procesales, como para flexibilizar de alguna manera ese requisito. 
Ahora bien, el Juzgado de primer grado informó que en el trámite de una acción de tutela interpuesta por María Dora García Arias contra el mismo despacho accionado en razón del mismo proceso que en esta se estudia, mediante fallo, se dejó sin efecto la sentencia proferida en la audiencia celebrada el 1° de agosto de 2017 (f. 4, c. 3), lo que podría tener efectos en la sanción que se discute; sin embargo, al pasar por la constancia visible a folio 5 de este cuaderno, se evidencia que la decisión adoptada en ese asunto, aún se encuentra sometida al escrutinio de la impugnación presentada y de una eventual revisión ante la Corte Constitucional.

Aclarado esto último, solo resta anunciar que la razón estuvo de parte del despacho de primer grado; en consecuencia, se prohijará la sentencia impugnada, toda vez que, apropiadamente, se halló en presencia de la causal de improcedencia, consignada en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, eso sí, se adicionará para absolver a los demás involucrados, ya que de su parte no se encuentra trasgresión alguna frente al actor.
    



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 7 de febrero de 2018 por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Carlos Ariel Correa Jiménez frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de esa misma localidad, que la declaró improcedente y la adiciona para absolver a los demás vinculados. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Num. 6, Art 372 CGP


� Num 3,  Art 372 CGP
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